
DIRECTIVA PRESIDENCIAL 11 DE 2009 

(Noviembre 13) 

Para:  Vicepresidente de la República, Ministros del Despacho, Directores de los 
Departamentos Administrativos, Directores, Gerentes y Presidentes de 
entidades y organismos del sector central y descentralizado de la Rama 
Ejecutiva en el orden nacional. 

De: Presidente de la República. 

Asunto:  Instrucciones en relación con las jornadas electorales del año 2010 -Elección 
del Presidente y Vicepresidente de la República y Congreso de la República. 

Fecha:  13 noviembre 2009. 

Ver la Directiva de la PGN 05 de 2009, Ver el art 33 y parágrafo del art . 38, 
Ley 996 de 2005 , Ver la Directiva Distrital 01 de 2009, Ver la Circular de la 
Sec. General - DGC 04 de 2009 

Con ocasión de la realización de la elección de Presidente y Vicepresidente de 
la República en el año 2010, se recuerda a los servidores públicos destinatarios 
de la presente Directiva, la obligación de acatar las restricciones y 
prohibiciones contenidas en la Constitución Política y, en especial, las 
impuestas en la Ley Estatutaria número 996 de 2005, bajo los parámetros 
definidos por la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-1153 de 2005, 
mediante la cual se interpretó el marco normativo en el que debe desarrollarse 
el debate electoral a la Presidencia de la República. 

Dentro del referido marco legal, resulta pertinente destacar las siguientes 
previsiones: 

1. Suspensión de vinculación de personal a la Nómin a Estatal 

1.1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 996 de 2005, se 
suspenderá cualquier forma de vinculación a la nómina estatal en la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, durante los cuatro (4) meses anteriores a la 
elección presidencial y hasta la realización de la segunda vuelta, si fuere el 
caso. Esto es, desde el 30 de enero de 2010 a las cero horas (00:00 a. m.) y 
hasta la realización de la primera vuelta presidencial (30 de mayo a las 
11:59:59 p. m.), o de la segunda vuelta (20 de junio hasta las 11:59:59 p. m.), si 
a ello hubiere lugar. 

1.2. La Rama Ejecutiva del Poder Público, se encuentra conformada por las 
entidades y organismos establecidos en el artículo 38 de la Ley 489 de 1989. 

1.3. De conformidad con lo expresado por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-1153 de 2005, la prohibición de suspender cualquier forma de 
vinculación que afecte la nómina estatal, hace referencia a la imposibilidad de 
creación de nuevos cargos y a la provisión de los mismos, salvo que se trate de 
solventar situaciones tales como renuncia, licencia o muerte cuya provisión sea 



indispensable para el cabal funcionamiento de la Administración Pública, o 
cuando se trate de la designación de servidores públicos en cargos de carrera 
por el sistema de concurso público de méritos. 

1.4. En consecuencia, de esta prohibición, se exceptúa la provisión de cargos 
en los siguientes casos: 

1.4.1. Aquellos necesarios para la defensa y seguridad del Estado. 

1.4.2. Aquellos necesarios para el cubrimiento de emergencias educativas, 
sanitarias, hospitalarias y desastres; así como también los indispensables para 
la reconstrucción de la infraestructura vial (vías, puentes, carreteras) o 
energética y de comunicaciones, en caso de que las mismas hayan sido objeto 
de atentados, acciones terroristas, desastres naturales o casos de fuerza 
mayor. Igualmente aquellos que, para el mismo efecto, requieran las entidades 
sanitarias y hospitalarias. 

1.4.3. Aquellos referidos a la vinculación del personal supernumerario que 
requiera la Organización Electoral, para lo cual la Registraduría Nacional del 
Estado Civil organizará los procesos de selección y vinculación de manera 
objetiva a través de concursos públicos de méritos, ágiles y eficaces. 

2. Restricciones a la Contratación Pública 

2.1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 996 de 2005, 
queda prohibida la contratación directa por parte de todos los entes del 
Estado, durante los cuatro (4) meses anteriores a la elección Presidencial, y 
hasta la realización de la segunda vuelta, si fuere el caso. Esto es, desde el 30 
de enero de 2010 a las cero horas (00:00 a. m.) y hasta la realización de la 
primera vuelta presidencial (30 de mayo a las 11:59:59 p. m.), o de la segunda 
vuelta (20 de junio a las 11:59:59 p. m.), si a ello hubiere lugar. 

2.2. Se entiende por entes del Estado, todas las entidades que integran la 
Rama Ejecutiva -en todos sus órdenes y niveles-, la Rama Legislativa y la 
Rama Judicial del Poder Público, así como los órganos de control, los entes 
autónomos e independientes, y demás entidades y organismos estatales 
sujetos a regímenes especiales. 

Esta expresión "todos los entes del Estado" hace referencia a los sujetos o 
destinatarios de la prohibición, que son los organismos o entidades autorizadas 
por la ley para suscribir contratos, y en consecuencia, comprende la totalidad 
de los entes del Estado, sin que resulte relevante su régimen jurídico, forma de 
organización o naturaleza, su pertenencia a una u otra Rama del Poder Público 
o su autonomía. (Concepto 1727 del 20 de febrero de 2006 de la Sala de 
Consulta y Servicio Civil). 

2.3. Los entes del Estado cuya contratación se encuentre sometida al derecho 
privado deben contratar mediante la licitación pública regulada en el artículo 
860 del Código de Comercio que establece que "En todo género de 
licitaciones, públicas o privadas, el pliego de cargos constituye una oferta del 



contrato y cada postura implica la celebración de un contrato condicionado a 
que no haya postura mejor. Hecha la adjudicación al mejor postor, se 
desecharán las demás". (Concepto 1727 del 20 de febrero de 2006 de la Sala 
de Consulta y Servicio Civil). 

2.4. Por contratación directa debe entenderse la realizada en las causales 
descritas en el numeral 4 del artículo 2° de la Ley  1150 de 2007. Para la 
celebración de esta clase de contratos o en estos eventos, las entidades 
estatales podrán utilizar las demás modalidades de selección previstas en la 
Ley 1150 de 2007 -licitación pública, concurso de méritos y selección 
abreviada- las cuales comportan la ejecución de procesos de selección 
mediante la realización de convocatorias públicas. 

2.5. De esta prohibición se excluye la adquisición de los siguientes bienes o 
servicios y la celebración de los siguientes contratos: 

2.5.1. Aquellos requeridos para la defensa y seguridad del Estado. 

2.5.2. Los contratos de crédito público. 

2.5.3. Los contratos requeridos para el cubrimiento de emergencias educativas, 
sanitarias y desastres; así como también los necesarios para la reconstrucción 
de la infraestructura vial (vías, puentes, carreteras) o energética y de 
comunicaciones, en caso de que las mismas hayan sido objeto de atentados, 
acciones terroristas, desastres naturales o casos de fuerza mayor. Igualmente 
aquellos que, para el mismo efecto, requieran las entidades sanitarias y 
hospitalarias. 

2.5.4. Los contratos o convenios financiados en su totalidad o en sumas iguales 
o superiores al cincuenta por ciento (50%) con fondos de los organismos de 
cooperación, asistencia o ayudas internacionales, cuando se rijan por los 
reglamentos de dichas instancias. 

2.5.5. Los contratos o convenios celebrados con personas extranjeras de 
derecho público u organismos de derecho internacional cuyo objeto sea el 
desarrollo de programas de promoción, prevención y atención en salud; 
contratos y convenios necesarios para la operación de la OIT; contratos y 
convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema integrado de monitoreo de 
cultivos ilícitos; contratos y convenios para la operación del programa mundial 
de alimentos; contratos y convenios para el desarrollo de programas de apoyo 
educativo a población desplazada y vulnerable adelantados por la Unesco y la 
OIM; los contratos o convenios financiados con fondos de los organismos 
multilaterales de crédito y entes gubernamentales extranjeros, cuando se 
sometan a los reglamentos de dichos organismos u entes. 

2.6. En cuanto a las prórrogas o adiciones de los contratos estatales, suscritos 
antes de la entrada en vigencia de las prohibiciones anotadas, las mismas se 
regirán por las reglas generales sobre la materia. En consecuencia, las 
entidades podrán suscribirlas una vez hayan realizado los estudios previos 
correspondientes, atendiendo las restricciones contenidas para el efecto en el 



parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 y en el artículo 28 de la Ley 
1150 de 2007. 

2.7. Se recuerda a los destinatarios de esta Directiva Presidencial, que con 
base en lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005, que prohíbe a los 
gobernadores, alcaldes. municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y 
directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o 
distrital, celebrar convenios interadministrativos para la eje cución de 
recursos públicos , dentro de los 4 meses anteriores a las elecciones, que 
deben abstenerse de celebrar este tipo de convenios con esas entidades, a 
partir del 14 de noviembre a las cero horas (00:00 a. m.), atendiendo la 
celebración de los comicios electorales para Congreso de la República. 

3. Disposiciones varias  

3.1. Se recuerda a los servidores públicos la importancia de planear con 
suficiente antelación la gestión contractual de las entidades, con el fin de que 
evitar que se afecte la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y 
la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. 

3.2. Así mismo, se les reitera que son responsables no solo por infringir la 
Constitución y las leyes, sino también cuando incurran en omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 

3.3. Los recursos destinados a cajas menores, deberán invertirse en estricto 
acatamiento de las disposiciones legales sobre el particular. En forma alguna 
podrán utilizarse estos recursos, para evadir el cumplimiento de la Ley 
Estatutaria 996 de 2005, bajo los parámetros de interpretación establecidos en 
la Sentencia de la Corte Constitucional C-1153 de 2005. 

3.4 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005, se 
reitera a los empleados del Estado les está prohibido cualquiera de las 
siguientes conductas, so pena de incurrir en una falta gravísima: 

- Acosar, presionar o determinar, en cualquier forma, a subalternos para que 
respalden alguna causa, campaña o controversia política. 

- Difundir propaganda electoral a favor o en contra de cualquier partido, 
agrupación o movimiento político, a través de publicaciones, estaciones 
oficiales de televisión y de radio o imprenta pública, a excepción de lo 
autorizado en la presente ley. 

- Favorecer con promociones, bonificaciones o ascensos indebidos, a quienes 
dentro de la entidad a su cargo participen en su misma causa o campaña 
política, sin perjuicio de los concursos que en condiciones públicas de igualdad 
e imparcialidad ofrezcan tales posibilidades a los servidores públicos. 

- Ofrecer algún tipo de beneficio directo, particular, inmediato e indebido para 
los ciudadanos o para las comunidades, mediante obras o actuaciones de la 
administración pública, con el objeto de influir en la intervención del voto. 



- Aducir razones de "buen servicio" para despedir funcionarios de carrera. 

3.5. Con el fin de que exista uniformidad en la aplicación e interpretación sobre 
la Ley de Garantías, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República es 
la designada para canalizar y absolver cualquier duda que los funcionarios 
destinatarios de esta Directiva, puedan tener sobre el particular. 

Finalmente, en coherencia con lo expuesto, se solicita la colaboración de los 
servidores públicos destinatarios de la presente Directiva, con el objeto de que 
el próximo proceso electoral ofrezcan todas las garantías de transparencia y no 
afecte o retrase la gestión pública. 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ 

NOTA: Publicada en el Diario Oficial 47.532 de novi embre 13 de 2009. 



ORGANIZACIÓN ELECTORAL 

CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 

RADICADO: 2813 DE 2009 

ASUNTO: LEY 996 DE 2005 – LEY DE GARANTIAS ELECTORALES. 

PETICIONARIO:    JHON JAIRO PEÑA OCAMPO 

DIRECTOR- DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE ASUNTOS 
JURIDICOS-GOBERNACION DEL TOLIMA 

CONSEJERO PONENTE: Marco Emilio Hincapíe Ramírez 

FECHA DE APROBACION: 19 DE AGOSTO  

1. PETICIÒN 

Mediante escrito radicado en esta Corporación el 27 de julio de 2.009, bajo 
radicado N0. 2813, el doctor JHON JAIRO PEÑA OCAMPO Director del 
departamento administrativo de asuntos jurídicos de la Gobernación del Tolima, 
formuló consulta en los siguientes términos: 

Con la finalidad de obtener la claridad jurídica necesaria frente a las 
restricciones que en materia de contratación surgen para los Gobernadores en 
virtud de la aplicación de la Ley 996 de 2.005, de la manera más comedida nos 
permitimos plantear a Ud la siguiente consulta. 

Dado que durante el año 2010 se llevaran a cabo dos jornadas electorales, 
esto es, la de Congresistas a desarrollarse el 14 de marzo y la de Presidente 
de la República prevista en primera vuelta para el 30 de mayo de 2010: 

1) Frente a las limitaciones establecidas en los Títulos I y II (artículo 1 al 36) de 
la Ley 996 de 2.005. ¿Cuál es la vigencia de las restricciones en materia de 
contratación estatal previstas durante este periodo para los Gobernadores de 
Departamento? 

2) Con relación a las elecciones para Congresistas ya citadas, ¿existe algún 
tipo algún tipo de restricción en materia de Contratación Directa para los 
Gobernadores de Departamento’ 

2. CONSIDERACIONES 

2.1. Competencia del Consejo Nacional Electoral.- 

De conformidad con los artículos 265 de la Constitución Política y 39 de la Ley 
130 de 1994, corresponde al Consejo Nacional Electoral servir de cuerpo 
consultivo del Gobierno y emitir conceptos interpretando las disposiciones 
relacionadas con las materias de su competencia. Por otra parte, en virtud de lo 



dispuesto por el artículo 23 de la Constitución Política, el Consejo Nacional 
Electoral debe tramitar y responder las peticiones que le formulen las personas 
naturales o jurídicas, mediante los procedimientos, dentro de los plazos y con 
las consecuencias legales previstas en el libro primero del Código Contencioso 
Administrativo ( Artículos 5 y s.s), según se trate de una petición en interés 
general, de una petición en interés particular, de petición de informaciones o de 
formulación de consultas. 

Como quiera que en el presente caso el peticionario pretende que se le 
absuelva una consulta, esta Corporación la responderá dentro de los términos 
y con los alcances determinados en el artículo 25 del Código Contencioso 
Administrativo, cuyo contenido literal es el siguiente: 

"El derecho de petición incluye el de formular consultas escritas o verbales a 
las autoridades, en relación con las materias a su cargo, y sin perjuicio de lo 
que dispongan normas especiales. 

Estas consultas deberán tramitarse con economía, celeridad, eficacia e 
imparcialidad y resolverse en un plazo máximo de treinta (30) días. 

Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las 
Entidades que las atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución" 

3. FUNDAMENTO LEGAL 

3.1 Ley Estatutaria De Garantías Electorales – Ley 996 De 2005. 

La H. Corte Constitucional señaló mediante Sentencia C-1153 de 2005, 
Magistrado Ponente Marco G. Monrroy Cabra: 

(…) 

"Una ley de garantías electorales es, en síntesis, una guía para el ejercicio 
equitativo y transparente de la democracia representativa. Un estatuto 
diseñado para asegurar que la contienda democrática se cumpla en 
condiciones igualitarias y transparentes para a los electores. Una ley de 
garantías busca afianzar la neutralidad de los servidores públicos que 
organizan y supervisan las disputas electorales, e intenta garantizar el acceso 
igualitario a los canales de comunicación de los candidatos. Igualmente, una 
ley de garantías debe permitir que, en el debate democrático, sean las ideas y 
las propuestas las que definan el ascenso al poder, y no el músculo económico 
de los que se lo disputan. En suma, una ley de garantías debe hacer que 
quienes se presenten a las elecciones en calidad de candidatos, así como 
quienes acudan a ellas en calidad de electores, aprovechen en igualdad de 
condiciones los recursos ofrecidos por el Estado para la realización de la 
democracia, de manera que la voluntad popular se exprese sin obstrucciones 
de ningún tipo y la decisión del pueblo se vea reflejada en la persona elegida 
para ocupar el cargo de autoridad que se disputa. 



El proyecto de ley estatutaria de la referencia busca la realización de ese 
objetivo. En su mayor alcance, el proyecto regula la posibilidad de que ciertos 
servidores públicos participen en política. De acuerdo con el artículo 1º del Acto 
Legislativo 02 de 2004, salvo los empleados del Estado que se desempeñen en 
la rama judicial, en los órganos electorales, de control y de seguridad y los 
miembros de la Fuerza Pública, los servidores públicos pueden participar en 
política "en las condiciones que señale la Ley Estatutaria". 

En su alcance restringido, el proyecto busca garantizar que las elecciones para 
Presidente de la República se desarrollen en condiciones equitativas y 
democráticas, de manera que todos los candidatos tengan igualdad de 
oportunidades de participar en la contienda. Finalmente, el proyecto pretende 
regular las mismas condiciones de acceso a los canales democráticos en el 
marco de un proceso de elección presidencial con posibilidad de reelección 
mediata o inmediata. 

(…)" 

Esta Corporación ha manifestado que de acuerdo a lo establecido en su 
artículo 1º de la Ley 996 de 2005 (reglamentación de la elección de Presidente 
de la República) tiene como propósito definir el marco legal en el cual se debe 
desarrollar el proceso electoral de Presidencia de la República, en el cual 
dispone: 

"… Igualmente se reglamenta la participación en política de los servidores 
públicos y las garantías de la oposición", se aplica en la época electoral y pre-
electoral a la Presidencia de la República a excepción de las provisiones 
consagradas en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005, para los servidores 
públicos norma que amplia su aplicación a los demás comicios electorales. 

3.1.2 Restricciones a la Contratación Pública. 

La Ley 996 de 2005 estableció en el artículo 33 restricciones a la contratación 
directa por parte de los entes del Estado, aplicable durante los cuatro (4) 
meses anteriores a las elecciones Presidenciales y hasta la realización en el 
evento de una segunda vuelta. No obstante lo anterior, señaló igualmente 
algunas excepciones a esas restricciones, anotando: 

"Artículo 33. Restricciones a la contratación públic a. Durante los cuatro 
(4) meses anteriores a la elección presidencial y hasta la realización de la 
elección en la segunda vuelta, si fuere el caso, queda prohibida la 
contratación directa  por parte de todos los entes del Estado. 

    Queda exceptuado lo referente a la defensa y seguridad del Estado, los 
contratos     de crédito público, los requeridos para cubrir las emergencias 
educativas, sanitarias y desastres, así como también los utilizados para la 
reconstrucción de vías, puentes, carreteras, infraestructura energética y de 
comunicaciones, en caso de que hayan sido objeto de atentados, acciones 
terroristas, desastres naturales o casos de fuerza mayor, y los que deban 
realizar las entidades sanitarias y hospitalarias. 



(…)" 

"Artículo 38. Prohibiciones para los servidores públicos.  

(…) 

Parágrafo inciso primero  

Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios,     gerentes 
y directores de entidades descentralizadas del orden municipal,     
departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las 
elecciones, no podrán celebrar convenios inter administrativos para 
la ejecución de recursos públicos , ni participar, promover y 
destinar  recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de 
las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones 
de carácter proselitista.  

(…) 

Con relación al tema tratado, la Sala de Consulta y Servicio Civil, a través de 
Concepto 1738 del 6 de abril de 2006, señaló: 

"…La finalidad de la norma, con base en la cual se entiende que la prohibición 
de la ley está encaminada a evitar que por medio de la contratación se altere la 
voluntad popular, ya que esta posibilidad se da no sólo con la contratación 
regida por el derecho público sino también la regida por el derecho privado. 
Todo contrato que se celebre es una oportunidad que se le brinda al 
contratista, de vender sus productos, de prestar un servicio, de empleo para 
sus subcontratistas, etc., y esto es aplicable en cualquier entidad. Por eso 
advirtió la Sala, que a pesar de que siempre ha estado prohibido celebrar 
contratos con fines políticos, la ley de garantías, para evitar toda suspicacia 
que pudiera deslegitimar el proceso electoral, fue mucho mas allá y prohibió la 
contratación directa. 

La definición de la contratación directa, que en la ley 80 de 1993 no es un 
procedimiento propiamente tal, sino un conjunto de métodos de selección del 
contratista particular que tienen en común que son diferentes a la licitación. Se 
hace notar ahora que hay unos de éstos que se hacen previa invitación pública 
con oposición de los oferentes, como en el de la menor cuantía con 
conformación dinámica de la oferta[1], otros en los que hay libertad de 
selección del contratista, etc. Entonces, esta Sala, tomando como criterio de 
interpretación la finalidad de la ley, conceptuó que para las entidades que 
contratan por el derecho privado, estaba prohibida la contratación diferente de 
la licitación pública regulada por el código de comercio." 

La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante concepto 
1712 de 2006, interpretó el alcance del artículo 33 de la Ley 996 de 2005, 
expresando: 



"… los destinatarios de la prohibición en éste establecida son "la totalidad de 
los entes del Estado, sin que resulten relevantes s u régimen jurídico, 
forma de organización o naturaleza, su pertenencia a una u otra rama del 
poder público o su autonomía ", y que "Para los efectos de la ley de 
garantías, y dada su finalidad, el enunciado "contratación directa" es sinónimo 
de cualquier sistema diferente de la licitación pública, y no del procedimiento 
especial regulado por la ley 80 de 1993". 

4. CONCLUSIÓN. 

Dentro de este contexto y de conformidad con lo señalado en los conceptos 
números 1738 del 6 de abril de 2006 y 1712 del mismo año de la Sala de 
Consulta del Servicio Civil del Consejo de Estado y de acuerdo a lo 
manifestado en este último concepto en el que señaló que los destinatarios de 
las restricciones establecidas en el artículo 33 de la Ley 996 de 1995, son 
todos los entes del Estado sin ser relevante su régimen jurídico, su forma de 
organización o naturaleza, su pertenencia a una u otra Rama del Poder Público 
o su autonomía. 

En este sentido el artículo 33 de la citada ley, es tablece prohibiciones 
para la contratación directa por parte de todos los  entes del estado, 
durante los cuatro meses anteriores antes de la ele cción presidencial . 

Ahora bien y para dar respuesta a su primer interrogante nos permitimos 
precisar que teniendo en cuenta que el 30 de mayo de 2010 se realizará la 
elección de Presidente y Vicepresidente de la República, la Ley de garantías 
electorales en lo que respecta a las provisiones consagradas en los artículos 
32 y 33 tendría aplicación a partir del día 29 de enero de 2010 hasta la 
realización de una eventual segunda vuelta. 

Con relación a su segundo interrogante y acotando que el 14 de marzo de 2010 
se realizarán las elecciones de Congreso de la República es importante tener 
en cuenta que las prohibiciones consagradas para los servidores públicos en el 
artículo 38 de la Ley Estatutaria de Garantías Electorales son aplicables desde 
el día 13 de noviembre de 2009, cuatro (4) meses anteriores a la elección de 
Congreso de la República, precisando que la ley no solo se refirió a la 
campaña para la elección de Presidente y Vicepresid ente de la República, 
sino que amplió la aplicación de la normatividad pa ra los demás comicios 
electorales . 

Cabe resaltar que el inciso primero del parágrafo del citado artículo, prohíbe a 
gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y 
directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o 
distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, celebrar 
convenios inter administrativos para la ejecución d e recursos públicos , ni 
participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, 
como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, 
en o para reuniones de carácter proselitista. 



En este sentido es de acotar que el artículo 33 de la Ley 996 de 2.005 en su 
inciso primero, se aplica a la elección presidencial y hasta la realización de la 
segunda vuelta y el inciso primero del parágrafo del artículo 38 se aplica para 
los demás comicios electorales. 
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DIRECTIVA 001 DE 2009 

(Junio 19) 

PARA:  

SECRETARIOS DE DESPACHO; DIRECTORES DE DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO; DIRECTORES DE UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL; DIRECTORES Y GERENTES DE ENTIDADES 
DESCENTRALIZADAS, INCLUIDAS LAS EMPRESAS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS, OFICIALES Y MIXTAS; RECTOR DEL 
ENTE UNIVERSITARIO AUTÓNOMO, GERENTES DE EMPRESAS 
SOCIALES DEL ESTADO DEL NIVEL DISTRITAL Y ALCALDES 
LOCALES. 

DE: ALCALDE MAYOR DE BOGOTÁ, D.C. 

ASUNTO
: 

ASPECTOS A TENER EN CUENTA EN MATERIA DE CONTRATACIÓN 
Y NÓMINA CON OCASIÓN DE PROCESOS ELECTORALES.  

Ver la Circular de la Sec. General 04 de 2009, Ver la Directiva de la PGN 05 de 
2009, Ver el Concepto del CNE 2002 de 2009, Ver el Concepto de la Sec. 
General 019 de 2009  

Con el fin de facilitar la aplicación de la Ley 996 de 20051 durante los próximos 
procesos electorales, a saber: de miembros del Congreso de la República que 
se llevará a cabo el día 14 de marzo de 2010, y la primera vuelta para las 
elecciones presidenciales programadas para el día 30 de mayo de 2010, se 
advierte a todas las entidades distritales sobre la necesidad de revisar y ajustar 
el Plan Contractual para la siguiente vigencia (2010), priorizando la 
contratación de bienes y servicios que requieran la continua y eficiente 
prestación de los servicios, teniendo en cuenta que se trate de bienes y 
servicios inaplazables e imprescindibles que afecten el normal funcionamiento 
de la entidad.  

La Secretaría Distrital de Hacienda tomará las medidas necesarias para 
garantizar a los organismos y entidades del Distrito la disponibilidad de los 
recursos aprobados a partir del 02 de enero de 2010. 

A.- RESTRICCIONES EN MATERIA CONTRACTUAL  

FECHA DE INICIO 
DE LA 

RESTRICCIÓN 

FECHA DE 
TERMINACIÓN DE LA 

RESTRICCIÓN 

ACTIVIDADES Y CONTRATOS  

A partir de la 
primera hora del día 
13 de noviembre de 
2009. 

Hasta las 24 horas del 
día 14 de marzo de 
20102. 

No se podrán realizar convenios interadministrativos  para la 
ejecución de recursos públicos. 

A partir de la 
primera hora del día 
29 de enero de 
2010. 

Hasta las 24 horas del 
día 30 de mayo de 
20103 (fecha de la 
elección presidencial) o 
hasta la hora 24:00 del 

Está restringida la contratación directa , es decir, no se podrán 
adelantar los procesos y la suscripción de los siguientes contratos: 
interadministrativos, contratos para el desarrollo de actividades 
científicas y tecnológicas; de encargo fiduciario que celebren las 
entidades territoriales cuando inician el Acuerdo de 



día de realización de la 
segunda vuelta. 

Reestructuración de Pasivos a que se refieren las Leyes 550 de 
1999, 617 de 2000 y las normas que las modifiquen o adicionen, 
siempre y cuando los celebren con entidades financieras del 
sector público; cuando no exista pluralidad de oferentes en el 
mercado; para la prestación de servicios profesionales y de apoyo 
a la gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo 
puedan encomendarse a determinadas personas naturales y el 
arrendamiento o adquisición de inmuebles4. 

A partir de la 
primera hora del día 
29 de enero de 
2010. 

Hasta las 24 horas del 
día 30 de mayo de 2010. 

La escogencia del contratista, la adquisición de bienes y servicios 
se efectuará con arreglo a las modalidades de selección de 
licitación pública, selección abreviada y concurso de méritos, de 
conformidad con las leyes y reglamentos aplicables a cada 
organismo u entidad. 

Lo anterior, bajo los siguientes fundamentos y parámetros: 

1. El parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 dispuso que no se podrán 
celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos 
dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones.  

2. De igual manera, está restringida la contratación de bienes y servicios de 
todos los entes de Estado, a través de procesos de contratación directa, al 
tenor del artículo 33 de la Ley 996 de 2005. 

3. La anterior restricción no opera según lo determinado por el inciso 2° del 
artículo 33 de la Ley 996 de 2005, respecto de: 

a.- La contratación de bienes y servicios que se requieran para la defensa y 
seguridad del Estado, actualmente regulada por el artículo 53 del Decreto 
Nacional 2474 de 2008. 

b.- Los contratos de crédito público. 

c.- Los contratos requeridos para cubrir las emergencias educativas, sanitarias 
y desastres, así como también los utilizados para la reconstrucción de vías, 
puentes, carreteras, infraestructura energética y de comunicaciones, en caso 
de que hayan sido objeto de atentados, acciones terroristas, desastres 
naturales o casos de fuerza mayor, 

d.- Los que deban realizar las entidades sanitarias y hospitalarias. 

4. Tratándose de contratos cuyo plazo de ejecución finalice después del 29 de 
enero de 2010 y que no se encuentren dentro de las excepciones previstas en 
la Ley 996 de 2005, será preciso establecer si para el cumplimiento de los fines 
estatales y la continua y eficiente prestación del servicio es necesario acordar 
la prórroga y/o adición del contrato, la cual podrá hacerse antes de la fecha de 
vencimiento prevista en el mismo y dentro de los límites contenidos en el 
parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993. 

5. Los organismos y entidades del Distrito no podrán suscribir los contratos de 
Apoyo y de Asociación que impliquen la ejecución de recursos públicos a que 



se refieren los Decretos 777 y 1403 de 1992, salvo que se realicen a través de 
procesos de licitación o concurso público. 

 

B.- NÓMINA - ARTÍCULO 38 DE LA LEY 996 DE 2005 

De conformidad con el inciso 4° del parágrafo del a rtículo 38 de la Ley 996 de 
2005, la nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar 
dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección 
popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con 
ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente 
debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera 
administrativa.  

Finalmente, y frente al tema de la participación en política de los servidores 
públicos del Distrito Capital se sugiere consultar la Circular 008 de 2005 del 
Personero de Bogotá y en lo que tiene que ver con la aplicación de la 
Sentencia C-1153 de 2005 remitirse a la Circular 007 de 2005 de la Alcaldía 
Mayor, las cuales pueden ser consultadas en la página www.bogota.gov.co, en 
el link Régimen Legal. 

Cordialmente, 

 

SAMUEL MORENO ROJAS 

Alcalde Mayor de Bogotá 

NOTAS DE PIE DE PÁGINA: 

1 Por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad 
con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo 
establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones. 

2 Artículo  38. Prohibiciones para los servidores púb licos.  A excepción de los empleados 
del Estado que se desempeñen en la rama judicial, en los órganos electorales, de control y de 
seguridad, a los demás servidores públicos autorizados por la Constitución, les está prohibido: 
(…) 

Parágrafo.  Los Gobernadores, Alcaldes Municipales y/o Distritales, Secretarios, Gerentes y 
directores de Entidades Descentralizadas del orden Municipal, Departamental o Distrital, dentro 
de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios 
interadministrativos para la ejecución de recursos públicos,  ni participar, promover y 
destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen 
como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista en las que 
participen los candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando 
participen voceros de los candidatos. Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-1153 de 2005. 

3 Artículo  33. Restricciones a la contratación públic a. Durante los cuatro (4) meses 
anteriores a la elección presidencial  y hasta la realización de la elección en la segunda vuelta, 



si fuere el caso, queda prohibida la contratación directa  por parte de todos los entes del 
Estado.  

Queda exceptuado lo referente a la defensa y seguridad del Estado, los contratos de crédito 
público, los requeridos para cubrir las emergencias educativas, sanitarias y desastres, así 
como también los utilizados para la reconstrucción de vías, puentes, carreteras, infraestructura 
energética y de comunicaciones, en caso de que hayan sido objeto de atentados, acciones 
terroristas, desastres naturales o casos de fuerza mayor, y los que deban realizar las entidades 
sanitarias y hospitalarias. Adicionalmente se exceptúan aquellos gastos inaplazables e 
imprescindibles que afecten el normal funcionamiento de la administración. (Texto subrayado 
declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1153 de 2005). 

4 Ley 1150 de 2007, artículo 2°, numeral 4°.  

 

 


